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	Asunto:
	Expulsión a Eritrea

	Cuestiones de procedimiento:
	Ninguna

	Cuestiones de fondo:
	Riesgo de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en caso de expulsión al país de origen (no devolución)

	Artículos de la Convención:
	3 y 16


1.1	El autor de la queja es N. H., nacional de Eritrea nacido en 2000. Presentó una solicitud de asilo en Suiza, que fue denegada. Es objeto de una orden de expulsión a Eritrea y sostiene que, al ejecutar esa orden, el Estado parte estaría vulnerando los artículos 3 y 16 de la Convención. El Estado parte formuló la declaración prevista en el artículo 22, párrafo 1, de la Convención el 2 de diciembre de 1986. El autor cuenta con representación letrada.
1.2	El 24 de agosto de 2020, en aplicación del artículo 114 de su reglamento, el Comité, por conducto de su Relator para las quejas nuevas y las medidas provisionales, pidió al Estado parte que no expulsara al autor a Eritrea mientras se estuviera examinando su queja.
1.3	El 27 de agosto de 2020 el Estado parte informó al Comité de que, de conformidad con su práctica habitual, la Secretaría de Estado de Migración había pedido a la autoridad competente que no adoptase ninguna medida para llevar a efecto la expulsión del autor, de modo que este pudiera permanecer en Suiza mientras el Comité estuviese examinando su queja.
		Antecedentes de hecho
2.1	Tras la separación de sus padres, el autor siguió viviendo con su padre, que regentaba un almacén de productos de alimentación. Además, su padre solía trabajar como guardia para las autoridades eritreas[footnoteRef:3], pero ya no deseaba seguir ejerciendo esta actividad a causa de su estado de salud y de su edad. Comunicó su decisión a las autoridades y, a raíz de ello, lo encarcelaron. Además, las autoridades cerraron el negocio familiar como castigo, lo que causó al autor y a su familia graves problemas de subsistencia. [3: 		Según el autor, su padre sigue desempeñando esa función.] 

2.2	Para denunciar las prácticas de las autoridades eritreas, el autor —junto con tres amigos cuyos padres también habían sido detenidos y encarcelados— escribió una carta en la que afirmaba que en el país no se respetaba la ley ni había justicia. Colgaron la carta en un espacio público durante la noche. Se descubrió quiénes eran los autores y dos de ellos fueron detenidos. El tercer amigo y el autor lograron escapar de la búsqueda policial y se refugiaron en el monte durante unos días antes de decidirse a huir del país el 20 de noviembre de 2015, con destino a Etiopía. El autor, que entonces tenía unos 16 años, tuvo que dejar la escuela en décimo curso en noviembre de 2015.
2.3	Desde Etiopía, el autor siguió su camino a través del Sudán, Libia e Italia, donde permaneció unos ocho meses antes de obtener un permiso de entrada en Suiza en calidad de solicitante de asilo menor de edad no acompañado, con arreglo al Reglamento Dublín III[footnoteRef:4]. El autor entró legalmente en Suiza y presentó una solicitud de asilo el 8 de febrero de 2018. Teniendo en cuenta que su hermana mayor se encontraba en Suiza, la Secretaría de Estado de Migración se declaró competente para examinar su solicitud de asilo. La Secretaría de Estado entrevistó al autor los días 15 de febrero y 6 de junio de 2018. Durante el procedimiento, el autor presentó una tarjeta de registro como refugiado expedida en el Sudán el 25 de junio de 2016. [4: 		Reglamento (UE) núm. 604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de protección internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país o un apátrida.] 

2.4	El 17 de enero de 2020 la Secretaría de Estado de Migración rechazó la solicitud de asilo por considerar inverosímiles las afirmaciones del autor. La Secretaría de Estado constató contradicciones en el relato del autor en relación con elementos centrales de su solicitud: inicialmente el autor había indicado que las autoridades habían cerrado el negocio familiar porque su padre se negaba a llevar un arma y trabajar como vigilante. Al parecer, el autor había hablado con tres chicos que se encontraban en la misma situación para estudiar la posibilidad de organizar algún tipo de manifestación. En cambio, en su segunda comparecencia, el autor había indicado que su padre ya trabajaba desde hacía algún tiempo como guardia armado en la ciudad y que había expresado su deseo de abandonar esta actividad, por su edad avanzada y por estar enfermo, pero que las autoridades no habían atendido su petición, habían cerrado su negocio en dos ocasiones y finalmente lo habían detenido el 1 o el 5 de noviembre de 2015. El autor había añadido que, junto a tres compañeros, había redactado una carta anónima de carácter crítico que fue expuesta públicamente. Cuando se le señalaron esas contradicciones, el autor no ofreció ninguna explicación convincente.
2.5	A continuación, la Secretaría de Estado de Migración examinó las alegaciones del autor de que temía ser enviado al servicio militar si lo detenían y de que había abandonado su país de forma ilegal. La Secretaría de Estado invocó su jurisprudencia para recordar que el temor a exponerse a un castigo por la negativa a prestar el servicio militar o por la deserción estaba fundado cuando la persona había estado realmente en contacto con las autoridades militares eritreas, circunstancia que claramente no se daba en el presente caso. Además, la Secretaría de Estado se refirió a una sentencia de coordinación del Tribunal Administrativo Federal según la cual era muy poco probable que los nacionales eritreos que hubieran abandonado su país ilegalmente fueran víctimas de sanciones que constituyeran un perjuicio grave en el sentido de lo dispuesto en la Ley de Asilo debido a su intensidad y a su motivación política[footnoteRef:5]. La Secretaría de Estado también señaló que el expediente del autor no contenía ninguna otra información que permitiera creer que podría ser percibido como persona non grata por las autoridades eritreas. [5: 		Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. D-7898/2015, 30 de enero de 2017.] 

2.6	El autor interpuso un recurso y solicitó, entre otras cosas, asistencia jurídica parcial[footnoteRef:6] y el nombramiento de un representante de oficio. En una resolución sobre cuestiones incidentales dictada el 5 de marzo de 2020, el Tribunal Administrativo Federal recordó, en primer lugar, que la parte que careciera de recursos suficientes y cuyos argumentos no parecieran manifiestamente abocados al fracaso estaba exenta del pago de las costas procesales[footnoteRef:7]. El Tribunal procedió a un examen somero de los hechos y de las alegaciones formuladas, con el fin de determinar el resultado probable de las actuaciones. En particular, observó que el temor del autor a ser detenido y encarcelado por la única razón de haber sido coautor de una carta anónima crítica con las autoridades eritreas se basaba en meras suposiciones, fundadas únicamente en información obtenida de terceros y que no parecían estar respaldadas por ningún elemento concreto ni medio de prueba. En opinión del Tribunal, no parecía probable que la carta hubiera dado lugar a medidas de búsqueda contra el autor o que tales medidas siguieran vigentes, especialmente teniendo en cuenta que el padre del autor había sido puesto en libertad. Por consiguiente, tras un examen prima facie de las alegaciones del autor y de las conclusiones de la Secretaría de Estado de Migración, el Tribunal determinó que las pretensiones del recurso debían considerarse manifiestamente abocadas al fracaso, lo que significaba que no se cumplían las condiciones para la concesión de asistencia jurídica. Así pues, solicitó al autor el pago de 750 francos suizos en concepto de fianza por las costas procesales. [6: 		El autor aportó un certificado relativo a su condición de beneficiario de asistencia social, fechado el 17 de febrero de 2020, que acreditaba que dependía por completo de la asistencia social desde el 19 de febrero de 2018 y que recibía una ayuda mensual de 320 francos suizos.]  [7: 		Según el artículo 65, párrafo 1, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de 20 de diciembre de 1968, una vez interpuesto el recurso, la parte que no disponga de recursos suficientes y cuyas pretensiones no parezcan manifiestamente abocadas al fracaso será exonerada, a petición propia, por la instancia de recurso, su presidente o el juez de instrucción, del pago de costas procesales.] 

2.7	El 19 de marzo de 2020, el autor solicitó al Tribunal Administrativo Federal que reconsiderara su decisión de 5 de marzo de 2020 y renunciara al cobro del anticipo exigido o, en su defecto, que ampliara el plazo establecido para efectuar el pago. El autor hizo referencia a una decisión que el Comité había adoptado en un caso que el autor consideraba similar al suyo[footnoteRef:8]. En una decisión de 30 de marzo de 2020, el Tribunal Administrativo Federal dictaminó que la decisión del Comité invocada por el autor no representaba un hecho nuevo —dado que había sido formulada más de un año atrás— ni un medio de prueba que permitiera cuestionar la validez de la resolución sobre cuestiones incidentales dictada el 5 de marzo de 2020. Por consiguiente, declaró inadmisible el recurso del autor por impago del anticipo de las costas. [8: 		M. G. c. Suiza (CAT/C/65/D/811/2017 y CAT/C/65/D/811/2017/Corr.1).] 

		Queja
3.1	El autor sostiene que su expulsión a Eritrea constituiría una vulneración de los derechos que lo asisten en virtud de los artículos 3 y 16 de la Convención. Afirma que corre el riesgo de ser sometido a tortura o a una situación equivalente a trato cruel, inhumano y degradante por haber criticado al régimen eritreo y por haber salido ilegalmente del país, estando aún en edad de reclutamiento.
3.2	El autor sostiene que presentó alegaciones plausibles y coherentes, según las cuales sería sometido a un trato prohibido en virtud del artículo 3 de la Convención, pero que, debido a la exigencia del anticipo de las costas —impuesta pese a su situación de indigencia demostrada—, no se ha beneficiado del derecho a un recurso efectivo, ya que el Tribunal Administrativo Federal no realizó un examen exhaustivo y diligente de su expediente.
3.3	Además, el autor eludió a las autoridades militares eritreas al abandonar el país de forma ilegal, cuando estaba —y sigue estando— en edad de reclutamiento, por lo que corre el riesgo de ser castigado y encarcelado en caso de que se proceda a su expulsión. Además, sería reclutado para el servicio militar, donde sería sometido a trabajos forzosos y esclavitud. El autor también señala a la atención del Comité que en Eritrea persisten las violaciones manifiestas y sistemáticas de los derechos humanos, lo que permite concluir que probablemente quedaría expuesto a recibir un trato contrario al artículo 3 de la Convención. El autor critica que Suiza endureciera su práctica con respecto a los solicitantes de asilo eritreos entre 2016 y 2018 sin disponer de una base de información fiable que permitiese constatar un cambio determinante en Eritrea[footnoteRef:9]. [9: 		A/HRC/38/50, párrs. 27 y 98 a 100; y Organisation Suisse d’Aide aux Réfugiés, “Analyse des durcissements de la pratique suisse à l’égard de requérant-e-s érythréen-ne-s”, 13 de diciembre de 2018.] 

3.4	El autor precisa que el hecho de haber eludido su obligación de cumplir el servicio militar y de haber abandonado el país sin autorización lo hace culpable de haber infringido la ley sobre el servicio nacional de 1995 y, por tanto, lo convierte en opositor al régimen[footnoteRef:10]. En cuanto llegue a Eritrea, es indudable que será detenido, interrogado y castigado por sus actos[footnoteRef:11]. Además, corre el riesgo de ser obligado a realizar un servicio militar de duración indefinida y, en ese contexto, ser sometido a trabajos forzosos, lo que entrañaría una vulneración de sus derechos fundamentales. Según varias organizaciones de defensa de los derechos humanos, la situación de los derechos humanos en Eritrea sigue siendo alarmante y se ve agravada por el servicio militar obligatorio de duración indefinida[footnoteRef:12]. Las autoridades eritreas emplean la fuerza letal contra cualquiera que intente oponerles resistencia, desertar del ejército o abandonar el país clandestinamente. La tortura se utiliza de forma habitual en las detenciones y los encarcelamientos, especialmente en el caso de los desertores. [10: 		Eritrea, Proclamación sobre el Servicio Militar, Ley núm. 82/1995, 23 de octubre de 1995; véase también Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, “UNHCR eligibility guidelines for assessing the international protection needs of asylum-seekers from Eritrea”, 20 de abril de 2011, pág. 11; Tanja R. Müller, “Bare life and the developmental state: implications of the militarisation of higher education in Eritrea”, The Journal of Modern African Studies, vol. 46, núm. 1 (2018), págs. 111 à 131, en especial pág. 115; y Human Rights Watch, Service for Life: State Repression and Indefinite Conscription in Eritrea, abril de 2009, pág. 27.]  [11: 		Human Rights Watch, Service for life, págs. 27 a 29, 68, 70, 72 y 74; Amnesty International, Eritrea: 20 Years of Independence, but Still no Freedom, mayo de 2013, págs. 30 y 31; Gaim Kibreab, “The open-ended Eritrean national service: the driver of forced migration”, documento de trabajo para la reunión de la Oficina Europea de Apoyo al Asilo sobre la cooperación práctica en Eritrea celebrada en La Valeta los días 15 y 16 de octubre de 2014, págs. 12 a 14; Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, UNHCR Eligibility Guidelines, pág. 11; y A/HRC/26/45, párrs. 44 y 45.]  [12: 		Human Rights Watch, World Report 2015: Events of 2014, 2015, págs. 218 a 222; Amnistía Internacional, Informe 2014/15: La situación de los derechos humanos en el mundo, págs. 162 a 164. y Organisation Suisse d’Aide aux Réfugiés, Analyse pays − Érythrée, mise à jour février 2010.] 

3.5	La comisión de investigación sobre los derechos humanos en Eritrea, establecida por el Consejo de Derechos Humanos, y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados informaron sobre la situación en el país y sobre el trato que recibían los solicitantes de asilo devueltos[footnoteRef:13]. El Comité de Derechos Humanos concluyó además que se había vulnerado el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al estimar que el Estado interesado no había tenido debidamente en cuenta el hecho de que, en razón de su incapacidad para demostrar que había abandonado Eritrea legalmente, el autor de la comunicación corría el riesgo de ser considerado un solicitante de asilo rechazado y una persona que no había cumplido su obligación de realizar el servicio militar en Eritrea, por lo que corría un riesgo real de ser sometido a un trato contrario a las disposiciones del artículo 7[footnoteRef:14]. [13: 		Véanse los documentos de sesión de la comisión de investigación sobre los derechos humanos en Eritrea de 2015 y 2016, disponibles en la página web de la comisión (https://www.ohchr.org/es/hr-bodies/hrc/co-i-eritrea/commissioninquiryonhrin-eritrea), en particular la página 19 del documento de 2016; y Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, UNHCR Eligibility Guidelines, págs. 14, 33 y 34.]  [14: 		X c. Dinamarca (CCPR/C/110/D/2007/2010), párr. 9.3.] 

3.6	El autor señala que las autoridades suizas no pusieron en duda su salida ilegal del país, pero dejaron la cuestión sin revolver. Aclara que nunca ha tenido un pasaporte que le permitiera salir de su país de forma legal. Además, expresa su rechazo ante el hecho de que, desde 2016, la Secretaría de Estado de Migración y el Tribunal Administrativo Federal ya no consideren suficiente el mero hecho de salir ilegalmente de Eritrea para reconocer a una persona la condición de refugiada[footnoteRef:15]. Según el Tribunal, las medidas no son suficientemente graves y no existe motivación política. Sin embargo, el autor reitera que el hecho de haber abandonado ilegalmente su país de origen dará lugar a que lo consideren opositor al régimen y lo castiguen. [15: 		Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. D-7898/2015, 30 de enero de 2017, párr. 5.1.] 

		Observaciones del Estado parte sobre el fondo
4.1	El 20 de abril de 2021, el Estado parte presentó sus observaciones sobre el fondo y reiteró los argumentos de las autoridades suizas competentes en materia de asilo. El Estado parte reconoce que la situación de los derechos humanos en Eritrea es preocupante en numerosos aspectos, pero afirma que la situación general no basta para concluir que el autor correría peligro de ser sometido a tortura a su regreso a Eritrea. Señala que en el asunto M. O. c. Suiza, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos concluyó que la situación general de los derechos humanos en Eritrea no constituía por sí sola un impedimento para la devolución[footnoteRef:16]. [16: 		Tribunal Europeo de Derechos Humanos, M. O. v. Switzerland, sentencia, 20 de junio de 2017, demanda núm. 41282/16, párr. 70.] 

4.2	En cuanto a la práctica interna respecto de la tramitación de las solicitudes de asilo de nacionales eritreos[footnoteRef:17], el Estado parte aclara que el Tribunal Administrativo Federal ha dictaminado que la negativa a realizar el servicio militar y la deserción se castigan severamente en Eritrea. Sin embargo, el temor solo se considera fundado si la persona ya ha estado en contacto con las autoridades militares o cualquier otra autoridad, y siempre y cuando de ese contacto se pueda desprender que la persona podría ser reclutada en un futuro próximo (por ejemplo, si recibe una citación del ejército). La mera posibilidad de que la persona pueda recibir una citación en un futuro más o menos cercano no es suficiente. Además, el hecho de tener que cumplir el servicio militar en un futuro no es determinante desde el punto de vista del derecho suizo en materia de asilo[footnoteRef:18]. El Estado parte añade que, desde junio de 2016, la Secretaría de Estado de Migración considera que el mero hecho de que una persona haya salido de Eritrea de manera ilegal no la expone necesariamente, en caso de regresar a su país, a ser perseguida de una forma que sea determinante en el sentido de lo dispuesto en la Ley de Asilo. El Tribunal ha confirmado y aclarado esta práctica[footnoteRef:19]. Además, el Estado parte explica que es importante diferenciar entre el servicio militar prestado en el ejército y el servicio militar prestado para un empleador civil o una administración civil. Explica que las posibilidades de ser destinado al sector civil son sustancialmente mayores, ya que es allí donde cumple su servicio nacional la gran mayoría de personas, en el marco de la economía estatal planificada. [17: 		M. G. c. Suiza, párrs. 4.4 a 4.6.]  [18: 		Véase Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. E-1218/2019, 16 de abril de 2019, párr. 3.2; sentencia núm. E-6507/2016, 24 de junio de 2019, párr. 6.4; sentencia núm. E-7046/2017, 26 de julio de 2019, párr. 7.1; y sentencia núm. D-7898/2015, 30 de enero de 2017, párr. 5.1 y referencias.]  [19: 		Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. E-5022/2017, 10 de julio de 2018, párr. 4.] 

4.3	El Estado parte afirma que no se ha vulnerado el derecho del autor a un recurso efectivo. Señala que, con arreglo al derecho interno, las condiciones para obtener asistencia jurídica, a saber, que el solicitante sea indigente y que su caso no parezca manifiestamente abocado al fracaso, son acumulativas. En el presente caso, de la resolución sobre cuestiones incidentales dictada el 5 de marzo de 2020 se desprende que el Tribunal Administrativo Federal consideró, tras un examen prima facie del expediente, que las pretensiones del recurso parecían manifiestamente abocadas al fracaso y que, en consecuencia, no se cumplían las condiciones para recibir asistencia jurídica. Por este motivo, solicitó al autor que abonase 750 francos en concepto de anticipo de costas procesales.
4.4	En opinión del Estado parte, este modo de proceder no puede ser, en sí mismo, contrario al artículo 3 de la Convención ya que, de conformidad con la práctica del Comité, el derecho a un recurso efectivo implica que previamente se ha alegado de manera verosímil un presunto incumplimiento de esta disposición. Una alegación solo puede ser verosímil si no está manifiestamente abocada al fracaso. Cuando las alegaciones están manifiestamente abocadas al fracaso y, por tanto, no pueden considerarse verosímiles, el artículo 3 no garantiza el acceso a un recurso efectivo. Tampoco se puede exigir que se conceda al interesado asistencia jurídica en esos casos. Además, el análisis de esta condición requiere un examen prima facie del expediente.
4.5	El Estado parte afirma que el presente caso difiere del caso M. G. c. Suiza en varios aspectos. En ese último caso, las vistas se habían celebrado en un idioma distinto de la lengua materna del autor, a pesar de que este había hecho una petición expresa en ese sentido, y las autoridades nacionales habían basado su razonamiento en una impugnación de la autenticidad de los documentos presentados por el autor sin que se hubiera adoptado ninguna medida para verificarla. Tales circunstancias no concurren en el presente caso. El autor ha podido expresarse en su lengua materna y no ha alegado ninguna deficiencia en relación con la marcha de las vistas. Tampoco ha aportado al expediente ningún documento cuya autenticidad se haya puesto en duda.
4.6	En cuanto al examen prima facie del recurso del autor, el Estado parte señala que —contrariamente a lo que afirma el autor— la apreciación del Tribunal Administrativo Federal sobre la verosimilitud de sus declaraciones no difirió de la de la Secretaría de Estado de Migración. Lejos de ello, el Tribunal incluso se refirió explícitamente al examen de la Secretaría de Estado en la resolución sobre cuestiones incidentales que dictó el 5 de marzo de 2020 y expuso argumentos adicionales para concluir que las declaraciones del autor eran inverosímiles. El Estado parte señala asimismo que el autor tiene numerosos parientes domiciliados y naturalizados en Suiza. Así pues, cabe considerar que, si el autor hubiera querido que el Tribunal Administrativo Federal se pronunciara sobre su recurso a pesar de haberle denegado la asistencia jurídica, le habría sido posible obtener los medios necesarios para tal fin aun en su situación de indigencia.
4.7	El Estado parte observa que el autor no afirma haber sido sometido a tortura o malos tratos antes de su salida de Eritrea. Además, el autor no ha ofrecido ninguna explicación —ni en su recurso ni en su comunicación al Comité— que permitiera cuestionar la apreciación de las autoridades suizas en cuanto a la falta de credibilidad de su relato. Por tanto, no hay motivos para creer que el autor hubiera llamado la atención de las autoridades eritreas antes de su salida del país.
4.8	En cuanto a la salida ilegal del autor, el Estado parte se remite a fuentes recientes según las cuales los nacionales eritreos que llevan al menos tres años viviendo en el extranjero tienen la posibilidad de regularizar su condición de miembro de la diáspora ante las autoridades eritreas pagando el impuesto correspondiente y, en el caso de los que han incumplido sus obligaciones relativas al servicio nacional, firmando una carta de arrepentimiento. Estas personas pueden entonces regresar a Eritrea y permanecer allí temporalmente con esa condición, sin correr el riesgo de ser sancionadas solamente por haber salido de manera ilegal de Eritrea. Por lo general, tras una estancia ininterrumpida en Eritrea de entre uno y tres años como máximo, estas personas pierden su condición de miembros de la diáspora y vuelven a quedar sujetas a las obligaciones del servicio nacional, así como a las relativas a la salida del país[footnoteRef:20]. [20: 		Landinfo, Eritrea: Utreise, 2 de abril de 2019, disponible en https://landinfo.no/land/eritrea/ (únicamente en noruego); Reino de los Países Bajos, Ministerio de Relaciones Exteriores, Algemeen Ambtsbericht Eritrea, 21 de junio de 2018, párr. 6.4 (únicamente en neerlandés); Junta Sueca de Migración, Lifosrapport: Eritrea. Familjemedlemmars kontakt med eritreanska beskickningar i utlandet, 26 de abril de 2018, párr. 5.2 (únicamente en sueco); y Comisión de Inmigración y Refugiados del Canadá, “Érythrée : information sur la situation des personnes qui retournent au pays après avoir résidé, demandé le statut de réfugié ou cherché à obtenir l’asile à l’étranger (juillet 2015-mai 2017)”, 14 de junio de 2017.] 

4.9	Según el Estado parte, existe muy poca información actualizada, precisa y basada en hechos sobre el trato que las autoridades de Eritrea dispensan a las personas que regresan al país tras haberlo abandonado ilegalmente. Además, en ocasiones las fuentes no hacen una distinción clara entre el retorno voluntario y la expulsión. El Estado parte cita al Centro Noruego de Información sobre los Países de Origen (Landinfo), que, en diciembre de 2018, con respecto a la respuesta de las autoridades eritreas ante la salida ilegal de nacionales eritreos, señaló que ninguna de las fuentes consultadas dentro o fuera de Eritrea tenía conocimiento de personas que hubieran sido sancionadas con una pena de prisión o una multa por ese motivo. Según Landinfo, era el contexto de la salida ilegal lo que podía dar lugar a represalias en caso de retorno a Eritrea y no la salida (ilegal) en sí[footnoteRef:21]. El Estado parte considera que ya no son las circunstancias de la salida de Eritrea lo que puede interesar a las autoridades, sino el perfil de la persona. [21: 		Landinfo, Eritrea: Utreise, 19 de diciembre de 2018, pág. 5, disponible en https://lifos.migrationsverket.se/dokument?documentSummaryId=42481 (únicamente en noruego).] 

4.10	En lo que respecta al servicio nacional, el Estado parte observa que el autor no alega haber sido convocado al servicio militar ni haber sido contactado por las autoridades a ese respecto. En opinión del Estado parte, la expulsión de nacionales eritreos no puede considerarse automáticamente contraria a la Convención por el solo hecho de que el interesado pueda ser llamado a cumplir el servicio nacional. Según una sentencia de referencia del Tribunal Administrativo Federal y a la luz de la información disponible, es prácticamente imposible predecir el riesgo de que un nacional eritreo que regrese a su país sea asignado de forma inmediata al servicio nacional estrictamente militar en lugar de al servicio civil[footnoteRef:22]. Esto también se aplica a quienes abandonaron el país antes de cumplir la edad mínima para ser reclutados y, por tanto, no completaron la formación militar básica. Aunque el Tribunal reconoce que los malos tratos son frecuentes en el marco del servicio nacional —más en el sector militar que en el civil—, no es posible aceptar que sean sistemáticos, en ambos sectores, hasta el punto de que se deba prever un riesgo real, respecto de cada nacional eritreo que regrese al país, de sufrir esos malos tratos por el mero hecho de que exista la posibilidad de que sea obligado a realizar ese servicio[footnoteRef:23]. [22: 		Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. E-5022/2017, 10 de julio de 2018, párr. 6.1.5.1.]  [23: 		Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. E-2076/2017, 22 de noviembre de 2018, párr. 4.3.7; y Tribunal Administrativo Federal, sentencia núm. E-5022/2017, 10 de julio de 2018, párrs. 5.2.1 a 5.2.3, 6.1.5.2 y 6.1.6.] 

4.11	Por último, el Estado parte aclara que Suiza ha dejado de devolver por la fuerza a nacionales eritreos a Eritrea tras la independencia del país, dado que este no acepta tales medidas contra sus propios nacionales que residen de facto en Suiza. Al no existir un acuerdo de readmisión entre ambos Estados, el autor no puede ser devuelto por la fuerza. Suponiendo que algún día volvieran a ser posibles las devoluciones forzosas, el autor podría solicitar a las autoridades nacionales un nuevo examen de los riesgos a que se vería expuesto a raíz de tal medida.
		Comentarios del autor sobre las observaciones del Estado parte
5.1	El 2 de octubre de 2024, el autor presentó sus comentarios, en los que refutaba los argumentos del Estado parte y reiteraba sus alegaciones y reclamaciones. Para respaldar la legitimidad de sus temores respecto de un posible regreso a Eritrea, el autor hace referencia a informes recientes del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea y de la Organisation Suisse d’Aide aux Réfugiés[footnoteRef:24] acerca de la situación de los derechos humanos, y en particular acerca del servicio militar, en ese país. Considera que la práctica de Suiza se ha endurecido con respecto a los nacionales eritreos, sin que se haya observado ningún cambio notable en la situación de Eritrea que justifique objetivamente ese giro. [24: 		A/HRC/56/24, párr. 2; y Organisation Suisse d’Aide aux Réfugiés, “Factsheet Eritrea”, septiembre de 2024, disponible en https://www.osar.ch/fileadmin/user_upload/Publikationen/Factsheets/240918_ERI_Factsheet_FR_web.pdf.] 

5.2	El autor cita al Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea, quien reconoce que el mero hecho de desertar del servicio militar o eludirlo implica que las personas sean percibidas como desleales a Eritrea y consideradas traidoras. Esas personas están expuestas a graves sanciones, como la reclusión arbitraria prolongada, la tortura y los tratos inhumanos o degradantes[footnoteRef:25]. Además, según el Relator Especial, las condiciones en las que se obliga a los eritreos a trabajar como parte del servicio nacional son equivalentes a trabajo forzoso y esclavitud[footnoteRef:26]. [25: 		A/HRC/56/24, párr. 33.]  [26: 		Ibid., párr. 30.] 

5.3	El autor afirma que, contrariamente a lo que sostiene el Estado parte, sus alegaciones, al menos en lo que respecta al riesgo de sufrir malos tratos por el hecho de ser un nacional eritreo en edad militar que abandonó Eritrea sin autorización del régimen, son más que verosímiles. Al señalar que podría haber pedido ayuda a sus familiares en Suiza, el Estado parte reconoce la precariedad de la situación económica del autor. Por tanto, el Tribunal Administrativo Federal estaba obligado a realizar un examen pormenorizado de su recurso, a fin de garantizar su derecho a un recurso efectivo, como señaló el Comité en el caso M. G. c. Suiza.
5.4	En cuanto a la supuesta falta de credibilidad, el autor sostiene que la cuestión planteada no tiene que ver con su posible reconocimiento por las autoridades eritreas, sino con si cumple las condiciones para el reclutamiento militar, concretamente en lo relativo a su edad y su estado de salud. Señala que en el último informe de la Oficina Europea de Apoyo al Asilo se indica claramente que las graves sanciones por salida ilegal se aplican incluso en ausencia de contacto previo con las autoridades eritreas[footnoteRef:27], lo que está en contradicción con la práctica de Suiza respecto de los eritreos. [27: 		Oficina Europea de Apoyo al Asilo, Eritrea: National Service, Exit, and Return, septiembre de 2019, pág. 53.] 

5.5	El análisis del posible riesgo en caso de retorno voluntario es irrelevante, ya que el autor rechaza tal opción porque, dada su edad, podría ser reclutado por el ejército eritreo. El autor se niega categóricamente a acatar la obligación de realizar el servicio militar por considerar que constituiría un trabajo forzoso[footnoteRef:28]. [28: 		Recuerda que, según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la imposibilidad de oponerse a realizar el servicio militar por motivos de conciencia justifica la necesidad de protección internacional cuando el servicio militar puede exponer a la persona interesada a condiciones inhumanas; Véase Directrices sobre Protección Internacional, núm. 10 (HRC/GIP/13/10), párr. 31.] 

5.6	El autor también se opone a firmar una carta de arrepentimiento y a pagar el impuesto del 2 %[footnoteRef:29] para beneficiarse de la condición privilegiada de “miembro de la diáspora”. Considera que, si firmara esa carta, estaría reconociendo implícitamente que ha cometido un delito al abandonar Eritrea y estaría aceptando las sanciones que pudieran imponérsele por este motivo. En el informe de la Oficina Europea de Apoyo al Asilo de mayo de 2015 sobre Eritrea se afirma que la carta y el impuesto del 2 % no ofrecen garantía alguna contra las sanciones y que la firma de la carta de arrepentimiento constituye el reconocimiento directo de un delito y expresa la voluntad de aceptar la sanción correspondiente[footnoteRef:30]. [29: 		Impuesto del 2 % sobre los ingresos obtenidos en el extranjero, conocido como “impuesto de la diáspora”. La recaudación de este impuesto fue duramente condenada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en su resolución 2023 (2011), de 5 de diciembre de 2011, (párr. 10).]  [30: 		Oficina Europea de Apoyo al Asilo, Rapport de l’EASO relatif à l’information sur le pays d’origine − Érythrée : étude de pays, mayo de 2015, pág. 44. Véase también Tribunal Superior del Reino Unido (Upper Tribunal), MST and Others (national service − risk categories) (CG), [2016] UKUT 443 (IAC), párr. 334. El Tribunal concluyó que no había pruebas que apuntaran a que la carta de arrepentimiento y el pago del impuesto permitían a los prófugos y desertores reconciliarse con las autoridades eritreas.] 

5.7	Por último, el autor se remite a la jurisprudencia del Comité sobre la posibilidad de que los insumisos y quienes han abandonado el país ilegalmente sean sometidos a tortura a su regreso y sobre la escasez de información disponible y fiable sobre el alcance de este riesgo[footnoteRef:31] para concluir que un simple acto de deserción o el incumplimiento del servicio nacional entrañan un riesgo de tortura. [31: 		Y c. Suiza (CAT/C/72/D/916/2019), párr. 8.8.] 

		Deliberaciones del Comité
		Examen de la admisibilidad
6.1	Antes de examinar toda queja formulada en una comunicación, el Comité debe decidir si esta es admisible en virtud del artículo 22 de la Convención. El Comité se ha cerciorado, en cumplimiento de lo exigido en el artículo 22, párrafo 5 a), de la Convención, de que la misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro procedimiento de investigación o solución internacional.
6.2	El Comité recuerda que, de conformidad con el artículo 22, párrafo 5 b), de la Convención, no examinará ninguna comunicación de una persona a menos que se haya cerciorado de que la persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer. El Comité observa que, en el presente caso, el Estado parte no ha puesto en duda que el autor haya agotado todos los recursos internos disponibles. El Estado parte tampoco se opone a la admisibilidad de la comunicación.
6.3	Al no haber ningún otro obstáculo para la admisibilidad de la comunicación, el Comité procede a examinar el fondo de las reclamaciones planteadas por el autor en virtud de los artículos 3 y 16 de la Convención.
		Examen de la cuestión en cuanto al fondo
7.1	De conformidad con el artículo 22, párrafo 4, de la Convención, el Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la información que le han facilitado las partes.
7.2	En el presente caso, el autor afirma que ha presentado alegaciones plausibles y coherentes, según las cuales sería sometido a un trato prohibido en virtud del artículo 3 de la Convención en caso de devolución a Eritrea, pero que, debido a la exigencia del anticipo de las costas —impuesta pese a su situación de indigencia demostrada— no se ha beneficiado del derecho a un recurso efectivo, ya que el Tribunal Administrativo Federal no realizó un examen exhaustivo y diligente de su expediente. El Estado parte replica que no solo la apreciación del Tribunal Administrativo Federal sobre la verosimilitud de los motivos de recurso del autor no difirió de la de la Secretaría de Estado de Migración, sino que el Tribunal incluso adujo argumentos suplementarios para concluir que las afirmaciones del autor eran inverosímiles. El Estado parte señala asimismo que el autor tiene numerosos parientes domiciliados y nacionalizados en Suiza y que, por tanto, podría haber obtenido los medios necesarios para pagar las costas procesales si hubiera querido que el Tribunal se pronunciara sobre su recurso.
7.3	A este respecto, el Comité recuerda que el derecho a un recurso efectivo previsto en el artículo 3 de la Convención requiere, en este contexto, la posibilidad de una revisión efectiva, independiente e imparcial de la decisión de expulsión o extradición, una vez adoptada, cuando se alegue de manera plausible un presunto incumplimiento del artículo 3[footnoteRef:32]. En el presente caso, el Estado parte no ha dado al autor la oportunidad de demostrar los riesgos que correría tras un retorno forzoso a Eritrea. El Tribunal Administrativo Federal se limitó a realizar una valoración anticipada y somera de los argumentos del autor, basada en un cuestionamiento de la veracidad de sus declaraciones. [32: 		Agiza c. Suecia (CAT/C/34/D/233/2003), párr. 13.7.] 

7.4	El Comité observa, sin embargo, que el Estado parte reconoce que existe muy poca información actualizada, precisa y basada en pruebas sobre el trato que las autoridades eritreas dispensan a las personas que regresan a Eritrea tras haber salido ilegalmente del país. A continuación, el Estado parte acepta la probabilidad de que el autor esté sujeto a obligaciones militares en Eritrea, pero afirma que es imposible decir si un nacional eritreo que regresa al país será asignado al servicio nacional estrictamente militar o al componente civil. Sin embargo, el Estado parte reconoce que los malos tratos son frecuentes en el contexto del servicio nacional —más en el sector militar que en el civil—, si bien no pueden calificarse de sistemáticos.
7.5	El Comité también toma nota de que, según el Estado parte, varias fuentes indican que los nacionales eritreos que no han realizado el servicio nacional y que llevan más de tres años en el extranjero pueden regularizar su situación pagando el impuesto de la diáspora y firmando una carta de arrepentimiento. Sin embargo, el Comité observa que el Estado parte no ha considerado a este respecto la posibilidad de exigir al autor que adopte alguna de esas medidas, en vista de que el Consejo de Seguridad condenó el uso por el Gobierno de Eritrea del “impuesto de la diáspora” aplicado a la diáspora eritrea e instó a los Estados para que impidieran la recaudación de este impuesto[footnoteRef:33]. [33: 		Resolución 2023 (2011) del Consejo de Seguridad, párrs. 10 y 11.] 

7.6	A este respecto, el Comité toma nota del informe de 2018 de la Relatora Especial sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea, en el que se concluye de manera global que la situación de los derechos humanos en Eritrea sigue siendo pesimista por, entre otras, las siguientes razones: la comisión de investigación consideró que había motivos razonables para creer que el servicio militar/nacional, que sigue teniendo una duración indefinida, equivale prácticamente a someter a esclavitud a toda la población, un crimen de lesa humanidad; continúan la tortura y otros tratos inhumanos; y las personas detenidas son especialmente vulnerables a violaciones de los derechos humanos, incluida la tortura, ya que se les niegan procedimientos y salvaguardias legales como el acceso a los familiares, abogados y médicos[footnoteRef:34]. Además, según el informe publicado en 2024 en el marco del mismo mandato, la situación de los derechos humanos en Eritrea sigue siendo penosa[footnoteRef:35]. [34: 		A/HRC/38/50, párr. 108 b), c) y h).]  [35: 		A/HRC/56/24, párr. 2.] 

7.7	En estas circunstancias, el Comité considera que los riesgos que correría el autor en caso de devolución forzosa a Eritrea merecían un examen más detenido que una simple valoración somera por parte del Tribunal Administrativo Federal. Además, la exigencia de pago de costas procesales, cuando el propio Estado parte admite que el autor se encontraba en una situación económica precaria, privó al autor de la posibilidad de acudir a la justicia para que su recurso fuera examinado por los jueces del Tribunal Administrativo Federal. A este respecto, el Comité recuerda la alegación del Estado parte según la cual, de conformidad con su legislación, un solicitante indigente solo tiene derecho a asistencia letrada si sus pretensiones no parecen “abocadas al fracaso”, pero recuerda también sus observaciones finales sobre el octavo informe presentado por el Estado parte con arreglo al artículo 19 de la Convención, según las cuales casi un tercio de los recursos que se interponen sin la asistencia de un abogado designado en el marco de la asistencia letrada acaban prosperando[footnoteRef:36]. Así pues, en el presente caso, teniendo en cuenta la información de que dispone, el Comité concluye que la falta de un examen efectivo, independiente e imparcial de la decisión de la Secretaría de Estado de Migración de expulsar al autor constituye un incumplimiento de la obligación procesal que requiere el artículo 3 de la Convención[footnoteRef:37]. [36: 		CAT/C/CHE/CO/8, párr. 23.]  [37: 		Comité contra la Tortura, observación general núm. 4 (2017), párr. 13.] 

7.8	A la luz de lo que antecede, el Comité, actuando en virtud del artículo 22, párrafo 7, de la Convención, concluye que la expulsión del autor a Eritrea, sin que se haya examinado su recurso contra la decisión de la Secretaría de Estado de Migración, constituiría una vulneración, por razones de procedimiento, del artículo 3 de la Convención. Al haber concluido que si se expulsara al autor se produciría tal vulneración del artículo 3 de la Convención, el Comité no considera necesario examinar la queja de vulneración sustantiva de los artículos 3 y 16 de la Convención.
8.	El Comité considera que, en virtud del artículo 3 de la Convención, el Estado parte debe examinar el recurso del autor a tenor de las obligaciones que le incumben en virtud de la Convención y de la presente determinación de los hechos. También se pide al Estado parte que se abstenga de expulsar al autor mientras se esté examinando su solicitud de asilo. De conformidad con el artículo 118, párrafo 5, de su reglamento, el Comité invita al Estado parte a que lo informe, dentro de un plazo de 90 días a partir de la fecha de envío de la presente decisión, sobre las medidas que haya adoptado para dar curso a las observaciones que anteceden.
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